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Presentación

Colombia, país ubicado en la
esquina noroccidental de América
del Sur, se enfrenta a un conflicto
armado interno de larga duración,
en el cual las violaciones a los
Derechos Humanos y las infrac-
ciones al Derecho Internacional
Humanitario se presentan en un
contexto de alta impunidad. 

En esta situación de conflicto
armado interno, no reconocido
por el actual Gobierno Nacional,
se manifiestan las violaciones a los
Derechos Económicos, Sociales y
Culturales (DESC).

Una de las regiones de
Colombia donde se ha agudizado
esta situación de conflicto y viola-
ción de los DESC es la Costa sobre el océano Pacífico, inscrita en los depar-
tamentos de Nariño, Cauca, Valle y Chocó, la cual se caracteriza por su alta
riqueza biológica, su ubicación geoestratégica y la gran diversidad étnica,
compuesta por la población afro-colombiana, los pueblos indígenas Awa,
Eperara Siapidara, Embera, Katío, Chamí y Tule, así como por una porción
de la comunidad fruto del mestizaje.

La Iglesia Católica en el Pacífico, representada en las Diócesis de Quibdó,
Istmina, Buenaventura y Tumaco, y el Vicariato Apostólico de Guapi, unida
a las organizaciones étnico-territoriales afrocolombianas Ascoba,
Cocomacia, Acadesan, la organización indígena Asociación Orewa y las
entidades Asdes y Asociación Casa del Niño de Villarrica, con el apoyo de
Misereor y la asesoría de Podion y FIAN han realizado el informe titulado,
Derecho a la Alimentación y al Territorio en el Pacífico Colombiano,
correspondiente al período comprendido entre los años 2000 y 2005.
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En este informe se analiza la situación de la tenencia, uso y propiedad
del territorio en la región del Pacífico, su relación con las políticas públicas
de inversiones en megaproyectos de desarrollo de carácter agroindustrial,
extractivo, infraestructura vial y portuaria, así como la penetración de los
cultivos de uso ilícito.

El informe muestra cómo se ha avanzado en el reconocimiento formal de
la propiedad territorial y al mismo tiempo la reducción de posibilidades de
dominio efectivo de las comunidades nativas sobre tales territorios, con lo
cual se presenta una grave violación del derecho humano a la alimentación.

Este informe se presenta al Comité de Naciones Unidas que da segui-
miento al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales con el propósito de ofrecer elementos para el análisis del
Informe Oficial que el Estado colombiano ha debido presentar ante la
misma instancia, de tal manera que se formulen recomendaciones para ele-
var la protección, respeto y garantía del derecho humano al territorio y a
la alimentación.

Bogotá, noviembre de 2007.
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Introducción
Con ocasión del Informe

al Comité de Derechos
Económicos, Sociales y
Culturales que el Estado
colombiano debió presentar
el pasado 30 de junio de
2006, los pueblos indígenas
y las comunidades afroco-
lombianas que habitan la
Costa Pacífica colombiana, a
través de sus organizacio-
nes legítimamente constitui-
das y con el apoyo y asisten-
cia de las Diócesis de la
Iglesia Católica que atien-
den pastoralmente esta
región (Diócesis de Quibdó,
Istmina, Buenaventura, Tumaco y
Guapi), han considerado oportuno
someter ante el Comité de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales de
la Organización de Naciones Unidas
un Informe Alternativo que suminis-
tre información seria y contrastada
sobre el estado de los Derechos
Económicos, Sociales y Culturales en
el derecho y en la práctica , de tal
manera que ese organismo disponga
de la más objetiva y completa infor-

mación. E versa sobre los derechos
de las poblaciones afrocolombianas
e indígenas de esta región, cuya
característica geográfica fundamen-
tal es la de ser un área de selva y bos-
que húmedo tropical, con tierras
bajas, de alta pluviosidad y una gran
biodiversidad.

El informe contextualiza históri-
ca, política y económicamente la
región del Pacífico colombiano, pre-
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cisando su ubicación geográfica en la
República de Colombia. Además,
llama la atención sobre la riqueza en
biodiversidad de la región, así como
sobre el enorme potencial hídrico. La
población de la Costa Pacífica
colombiana se caracteriza por su
diversidad étnica: el 90% lo confor-
ma el pueblo afrocolombiano, el 6%,
las etnias indígenas Embera Dóbida,
Embera Chamí, Embera Katío,
Eperara Siapidara, Wounaan, Awa y
Tule, y el 4% restante, las comunida-
des mestizas.

El análisis ha estado ha cargo de
un grupo interdisciplinario coordi-
nado por la Pastoral Social de la
Diócesis de Quibdó, y las Pastorales
Sociales de las Diócesis de
Buenaventura, Guapi, Tumaco e
Istmina, y de organizaciones de
comunidades afrocolombianas e
indígenas.

Este estudio se ha centrado en la
situación del territorio y el derecho
a la alimentación, circunstancias
que han puesto al Pacífico colombia-
no en la mira del gran capital de
intereses estratégicos para el desa-
rrollo de megaproyectos económicos
y lo han convertido tierra de disputa
de los grupos armados involucrados
en el conflicto. 

Se advierte que el control efectivo
de estas áreas territoriales por parte
de los propietarios nativos se ha
debilitado progresivamente, como
consecuencia del acelerado proceso
de profundización, ampliación y
degradación del conflicto armado, el
cual ha generado un masivo y conti-
nuo desplazamiento a lo largo de

esta región, lo mismo que la usurpa-
ción de la propiedad por parte de
compañías privadas que imponen
megaproyectos de carácter agroin-
dustrial, de extracción de recursos
naturales y de construcción de
infraestructura vial, energética,
militar y turística. En igual forma,
la imposición de los cultivos de uso
ilícito está produciendo transfor-
maciones en la tenencia del territo-
rio, que vulneran el ejercicio de la
propiedad colectiva. Estas circuns-
tancias afectan los derechos tanto
de las comunidades afrocolombia-
nas como de los pueblos indígenas.

Se señala a la atención del
Comité en el sentido de que históri-
camente la región nunca fue ocupa-
da total ni permanentemente por
los españoles, pero sí por los indí-
genas, los africanos y sus descen-
dientes. Los pueblos indígenas del
Pacífico son en su origen anteriores a
la conformación del Estado nacional.

Se hace énfasis principalmente
en el derecho a la alimentación, en
sus diversos componentes. Igual-
mente, se aborda el derecho a la
libre determinación, a la igualdad
haciendo referencia siempre a la no
discriminación , al trabajo libre y
digno y a la salud, y a la relación
entre estos y el derecho a la alimen-
tación adecuada.

Para los pueblos indígenas y las
comunidades afrocolombianas el
examen del estado de implementa-
ción del Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y
Culturales ha de hacerse en la pers-
pectiva de la integralidad, interde-
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pendencia e indivisibilidad
de los Derechos Humanos.
Así, teniendo como punto
de partida las obligaciones
derivadas del Pacto
Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y
Culturales, se formulan
planteamientos que inte-
gran otros instrumentos en
los que Colombia es parte
y que son relativos a los
Derechos Económicos,
Sociales y Culturales.

Debe señalarse la aten-
ción del Comité de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales de
las Naciones Unidas respecto a que
se ha identificado una participación
directa o indirecta en este proceso
de desestabilización de la tenencia
de la tierra de las instituciones
públicas encargadas de garantizar
la seguridad de la sociedad, y el
ejercicio del conjunto de los
Derechos Eco-nómicos, Sociales,
Culturales, Civiles y Políticos.

Existe responsabilidad del Estado
por acción de agentes suyos y por
omisión. La responsabilidad por
acción de agentes del Estado se con-
creta en la participación de miem-
bros de la Fuerza Pública en acciones
contra las comunidades y sus inte-
grantes, en la promoción inconsulta
de proyectos de desarrollo que afec-
tan los derechos territoriales de las
comunidades afrocolombianas e
indígenas de la Costa Pacífica colom-
biana y sus tradiciones culturales. La
omisión que señalamos involucra a
las autoridades administrativas y

judiciales y se concreta en la falta de
políticas encaminadas efectivamente
al reconocimiento, protección y
garantía de los derechos individuales
y colectivos de negritudes e indíge-
nas, en particular en lo relativo a los
Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, y en la impunidad en que
se mantiene la vulneración de estos
derechos por actores no estatales.

El informe alternativo que las
comunidades afrocolombianas e
indígenas del Pacífico someten a
consideración del Comité, da cuenta
del desconocimiento que el
Gobierno colombiano ha hecho de
las recomendaciones formuladas por
el Comité, al examinar los informes
periódicos anteriores. 

El informe contextualiza del
marco jurídico general de los dere-
chos de los pueblos indígenas y las
negritudes, compuesto por el Pacto
Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, el
Protocolo Adicional a la Convención
Americana de Derechos Humanos,
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sobre Derechos Económicos,
Sociales y Culturales (Protocolo de
San Salvador), el Convenio 169 de la
Organización Internacional del
Trabajo, Tratados Internacionales en
los cuales es parte, y por las normas
pertinentes de la Constitución
Política. El artículo 53 de la
Constitución Nacional establece que
los bienes de uso público, los par-
ques naturales, las tierras comunales
de grupos étnicos, las tierras de res-
guardo, el patrimonio arqueológico
de la nación y los demás bienes que
determine la Ley son inalienables,
imprescriptibles e inembargables . El
artículo 13 de la misma reconoce y
garantiza el derecho a la igualdad y
la no discriminación. La Consti-
tución Política de Colombia, pro-
mulgada en 1991, reconoce y garan-
tiza en su artículo 63 el derecho de
los grupos étnicos a las tierras comu-
nales y a tierras de resguardo, y
declara que unas y otros son inalie-
nables, imprescriptibles e inembar-
gables. En el artículo señala que los
resguardos indígenas son propiedad
colectiva no enajenable, y en el pará-
grafo del artículo 330 señala el deber
del gobierno de propiciar la partici-
pación de los representantes de las
respectivas comunidades indígenas
en las decisiones que se adopten res-
pecto de la explotación de los recur-
sos naturales en los territorios indí-
genas. Constitucionalmente, en
Colombia los derechos a la Salud, la
Vivienda, la Educación, el Trabajo y,
en general, los Derechos
Económicos, Sociales y Culturales
están reconocidos para toda la
población. 

La Costa Pacífica colombiana se
caracteriza por su riqueza en recur-
sos naturales. De acuerdo con infor-
mación oficial, la región aporta a la
economía nacional el 69% de la
pesca marítima, el 42,2% de la
madera aserrada, el 82,17% del pla-
tino, el 18% del oro, el 13,8% de la
plata. Además, en ella se encuen-
tran yacimientos de minerales de
importancia estratégica, bauxita,
manganeso, cobalto radiactivo,
estaño, cromo, níquel y petróleo,
destinados a la siderurgia, la elec-
trometalurgia, la industria aeroes-
pacial y la producción de energía
nuclear (DANE, 1993).

Aunque se reconoce en el
Pacífico una gran riqueza biológica,
la población que allí habita padece
una grave crisis alimentaría. Los
departamentos de Nariño y Cauca
poseen las tasas más altas de desnu-
trición crónica, un 24%, mientras que
el promedio nacional es del 13,6%.
Con respecto al país, la región
Pacífica presenta la tasa más alta de
desnutrición por baja estatura para
la edad en el rango de 10 a 17 años.
La posibilidad de que las mujeres
embarazadas ingieran nutrientes
como ácido fólico y otras vitaminas
durante el período de embarazo es
apenas del 38,7%, mientras que el
promedio nacional es de 51,3%, y
con respecto a la posibilidad de
ingesta de calcio en este mismo
período el promedio es de 36,9%,
mientras que el nacional es de 49,3%. 
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El desplazamiento forzado
La riqueza natural de la Costa

Pacífica ha atraído la atención de
poderosos intereses económicos,
tanto de inversionistas nacionales
como extranjeros. El gobierno nacio-
nal y algunos gobiernos departa-
mentales han vuelto igualmente los
ojos a la región con el propósito de
generar infraestructura adecuada a
los intereses económicos señalados,
sin consideración especial por las
necesidades de los habitantes de la
Costa Pacífica. Además, el gobierno
considera necesario el desarrollo
portuario en la Costa Pacífica, para
facilitar la incorporación del país a
los países de la cuenca del Pacífico y
estimular el comercio internacional
con los países del Lejano Oriente. En
ese contexto se enmarcan algunos de
los megaproyectos previstos para el
litoral Pacífico.

La Costa Pacífica colombiana,
poseedora de una gran biodiversi-
dad y grandes riquezas del subsuelo,
se ha convertido en escenario de
grandes megaproyectos de infraes-
tructura. Se destaca que muchas de
las comunidades afrocolombianas e
indígenas se encuentran establecidas
en sitios estratégicos militar, política
y económicamente. 

Pese al gran aporte de la región a
la economía nacional, los beneficios
de los proyectos de explotación,
extracción de recursos e infraestruc-
tura no han revertido en la garantía
de condiciones de vida digna para
las comunidades indígenas y afro-
colombianas que la habitan; todo lo
contrario, esta región se ha articula-
do al país desde la marginalidad
frente al desarrollo de los epicen-
tros nacionales.
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En algunos casos, los grupos
paramilitares han forzado el despla-
zamiento de las comunidades afro-
colombianas e indígenas para facili-
tar la implantación de proyectos. En
otros casos, han impuesto por la
fuerza de las armas la cooperación
de los habitantes en los proyectos. 

Para una más adecuada contex-
tualización de la omisión del Estado
colombiano en relación con los
Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, el Informe Alternativo
reseña las más importantes conclu-
siones y recomendaciones produci-
das por el Comité, con ocasión del
examen de los Informes Periódicos
presentados por la República de
Colombia en 1990, 1995 y 2001, en
particular en relación con los pueblos
indígenas, con los desplazados, con el
acceso al agua potable para toda la
población. En especial, se llama la
atención del Comité sobre las preocu-
paciones expresadas en el documento
de conclusiones y observaciones que
recoge el examen del Informe de
2001, que textualmente dice:
Preocupa particularmente al Comité
que sean víctimas de estos
desplazamientos los grupos
más desvalidos y margina-
dos, sobre todo las mujeres y
los niños, los campesinos y
los miembros de las comu-
nidades indígenas y afroco-
lombiana del país, expulsa-
dos de sus zonas por la vio-
lencia y los conflictos arma-
dos (párrafo 11) y las condi-
ciones de vida de los despla-
zados internos, en particular
las de las mujeres, los niños,

los campesinos y los miembros de
las comunidades indígenas y afroco-
lombiana (el resaltado es nuestro). El
Comité observa con pesar que los
territorios tradicionales de los pue-
blos indígenas han sido reducidos u
ocupados, sin su consentimiento, por
empresas madereras, mineras y
petrolíferas, en detrimento de la prác-
tica de la cultura indígena y del equi-
librio del ecosistema (párrafo 12).

Al dar cuenta del contexto econó-
mico colombiano y de la región del
Pacífico se caracteriza a Colombia
como una economía de libre merca-
do, en la cual el Estado debe cumplir
el papel de regulador y diseñar polí-
ticas para la distribución de la rique-
za. La Constitución reconoce tanto el
derecho a la propiedad privada,
advirtiendo que es en sí misma una
función social, como la propiedad
colectiva y la propiedad asociativa y
solidaria. 

Se advierte que el modelo de
desarrollo aplicado no beneficia a los
habitantes de la región y crea un
panorama de desigualdad, exclu-
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sión y violencia que ha afectado la
garantía, protección y respeto del
derecho a la alimentación de las
comunidades indígenas y afroco-
lombianas. Las comunidades no
pueden gozar de la seguridad ali-
mentaría, es decir, acceder al ali-
mento básico y digno necesario
para la vida activa y saludable en la
medida en que no les es posible
intervenir sobre su propio proceso
de producción y alimentación y
menos aún autogestionar disfrutan-
do y administrando de acuerdo con
su identidad los beneficios de la
producción.

Calidad de vida de los 
pueblos indígenas y las 

comunidades afrocolombianas
del Pacífico 

El Informe que por parte de las
comunidades afrocolombianas y los
pueblos indígenas a consideración
del Comité da cuenta de que el últi-
mo estudio sobre Calidad de Vida en
Colombia, 2006, establece que el
Pacífico posee las peores condiciones
de vida del país, al estar 15 puntos
por debajo del promedio nacional
(62 frente a 77). En los últimos seis
años, la región ha tenido una tasa
negativa en el crecimiento de condi-
ciones de vida (4,7%). Entre 1997 y
2003 cayeron todos los factores que
miden la calidad de vida, así: el 63%
de los hogares no tienen acceso a
inodoro con conexión a alcantarilla-
do o bajamar; el 30% carece de abas-
tecimiento de agua de pila pública,
carrotanque, el aguatero o acueduc-
to. El 41% aún cocina con carbón,

leña o desechos; el 60% no tiene ser-
vicio de recolección de basuras; el
46% de los hogares vive en hacina-
miento. En la región los municipios
con el más bajo estándar de vida son:
Carmen del Darién (47,8), Alto
Baudó (49,4), Piamonte (49,4), Medio
Atrato (49,8) y La Vega (50,1) (...). A
nivel departamental, Chocó tiene el
ICV más bajo de la región y del país
(58 puntos) (Informe CV 2006: 23).

Con fundamento en fuentes ofi-
ciales y en investigaciones de campo,
se exponen algunos de los aspectos
que afectan los Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales de los
pueblos indígenas y de las comuni-
dades afrocolombianas o que signifi-
can violación de tales derechos.

Libre determinación, derecho
a ser consultados y megapro-

yectos impuestos
Se señala a la atención del Comité

la ausencia de consulta en la defini-
ción de proyectos económicos que
afectan el modo de vida de los pue-
blos y las comunidades de la Costa
Pacífica colombiana. El gobierno
colombiano, en asocio de intereses
económicos privados, ha promovido
una serie de proyectos sin consulta a
las poblaciones afectadas, que, como
se reseña en el Informe, van a tener
grave incidencia en la vida económi-
ca, cultural y social de la población
de la Costa Pacífica. Tales proyectos
afectan el territorio, las tradiciones y
las costumbres de estos pueblos y
comunidades.
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El Gobierno viene impulsando,
desde al administración del presi-
dente Andrés Pastrana (1998-2002),
proyectos que afectan directamente
la tenencia de la tierra, el desconoci-
miento de territorios que constitu-
cionalmente son propiedad colecti-
va, inalienable e inembargable, tanto
de las comunidades afrocolombia-
nas como indígenas, y que afectan la
producción de alimentos tradiciona-
les de estas comunidades, como el
cultivo de palma aceitera.

A continuación se relacionan los
principales megaproyectos que se
proponen, sin que se haya adelanta-
do consulta alguna a los pueblos
indígenas y las comunidades afroco-
lombianas:

- El Pacífico colombiano se
encuentra en el nudo de los
megaproyectos e inversiones
continentales que hacen parte
del Plan Puebla Panamá (PPP),
del proyecto para construir
Canal Atrato-Truandó y de la
Iniciativa de Integración de la
Infraestructura Regional de Sur
América (IIRSA). Estos comple-
jos pretenden unir América
Latina con Estados Unidos
mediante la interconexión de
carreteras, vías fluviales y redes
eléctricas. Por tanto, recursos
como el petróleo, el gas, la elec-
tricidad, los recursos genéticos
y las especies tropicales fluirán
con mayor facilidad hacia el
exterior.

- Otro de los intereses previstos
en la zona lo constituye el tema
de vías e infraestructura, que

trae consigo agregados comer-
ciales para los inversionistas.
Ejemplo de ello es el proyecto
Acuapista, pensado como un
sistema de comunicación y
transporte que une las bahías
de Buenaventura y Tumaco en
la costa Sur del Pacífico colom-
biano. Desde tiempo atrás se
viene mencionando la navega-
bilidad del río Atrato y su cone-
xión con el eje terrestre Quibdó
- Istmina - Condoto - Chiqui-
choque; así como la del río San
Juan hacia Buenaventura, y en
dirección a Quibdó Pereira-cen-
tro del país, como otro de los
macroproyectos centrales.

- Desde mediados de la década de
los noventa del siglo pasado se
ha diseñado el megaproyecto
Noroccidente colombiano, la
mejor esquina de América , que
pretende la construcción de una
serie de vías encaminadas a
facilitar la llegada a los puertos
que se planea construir
(Tribugá Nuqui) o ampliar
(Buenaventura y Tumaco). Este
proyecto fue diseñado en 1997
por el Departamento de
Antioquia durante la goberna-
ción de quien hoy es Presidente
de Colombia, Álvaro Uribe
Vélez y por el Instituto
Nacional de Vías de la
República de Colombia. Se con-
cibe como una necesidad para
el desarrollo económico del
Departamento de Antioquia.

- Además, han ido posicionándo-
se las presiones económicas y



15

geoestratégicas en torno a los
siguientes proyectos: Puerto de
Buenaventura (Proyecto Agua
Dulce) Vía al Mar por el Chocó,
Proyecto Puerto en Tribugá,
Proyecto Puerto en Málaga
(alternativo) Puerto de Tumaco
Ferry Urabá-Panamá, Sistemas
Portuarios Urabá-Atrato.

Conflicto armado e impacto en
los derechos de los pueblos

indígenas y comunidades afro-
colombianas del Pacífico

colombiano
La República de Colombia vive

un complejo conflicto armado desde
hace largo tiempo. Sin entrar en el
examen de los antecedentes de gue-
rras civiles y violencias que han mar-
cado la vida republicana desde
mediados del siglo XIX, es pertinen-
te observar que durante los últimos
50 años existen en Colombia grupos
guerrilleros alzados en armas contra
el Estado. El panorama del conflicto
se complica en la medida en
que a finales de la década de
los ochenta entraron a operar
en el país grupos paramilita-
res de derecha, en connivencia
con actores económicos, nar-
cotraficantes y algunas autori-
dades del Estado. La aparición
del actor paramilitar da pie a
una sangrienta lucha por el
control militar del territorio
entre guerrillas y paramilita-
res. Las acciones de los diver-
sos grupos armados han pro-
ducido destrucción del tejido
social y despojo de tierras y

territorios de la población indígena y
afrocolombiana. Los grupos guerri-
lleros y paramilitares han incurrido
en graves violaciones al Derecho
Internacional Humanitario.

En algunos casos, los grupos
paramilitares han forzado el despla-
zamiento de las comunidades afro-
colombianas e indígenas para facili-
tar la implantación de proyectos. En
otros casos han impuesto por la fuer-
za de las armas la cooperación de los
habitantes en los proyectos. Las
acciones paramilitares de despojo de
tierras y territorio se han cumplido
en las zonas previstas para los llama-
dos megaproyectos de desarrollo, a
los cuales se hace referencia en otro
lugar de este informe.

Los archivos de la Comisión de
Vida, Justicia y Paz de la Diócesis de
Quibdó guardan las denuncias y los
comunicados que dan cuenta de los
hechos de terror ejecutados por los
paramilitares, en ocasiones en
abierta connivencia con grupos de
las Fuerzas Militares de la
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República. Las denuncias señalan
que estas acciones paramilitares se
han caracterizado por la quema de
poblados, las masacres, las torturas,
los descuartizamientos con moto-
sierras. Desde 1998, las organizacio-
nes sociales vienen denunciando que
en el Medio Atrato el control del
orden público lo ejercen los parami-
litares, a través del grupo denomina-
do Autodefensas Campesinas de
Córdoba y Urabá, con la mirada
cómplice de los organismos del
Estado, como la Policía Nacional y
las administraciones municipales.

El propósito de la incursión para-
militar con las acciones de terror es
eliminar en la práctica cualquier
oposición y consolidar un proyecto
político y social autoritario, funcio-
nal a los intereses del poder econó-
mico interesado en los megaproyec-
tos. Tanto las comunidades indíge-
nas como las comunidades afroco-
lombianas han sido sometidas a una
nueva forma de colonialismo, bajo la
presión directa de las armas, pues la
presencia de las guerrillas, como de
la fuerza pública y sus aliados, los
paramilitares, devienen en 'ejércitos
de ocupación' de territorios étnicos.

El conflicto armado y la implanta-
ción de los megaproyectos han dado
lugar al desplazamiento forzado de
amplios grupos de pobladores indí-
genas y afrocolombianos. En sep-
tiembre de 2006, Codhes señaló: En
doce departamentos (Nariño,
Chocó, Meta, Bolívar, Cauca,
Guajira, Putumayo, Tolima, Valle
del Cauca, Antioquia, Guaviare y
Sucre) resurgieron los desplaza-

mientos masivos y en tres zonas
limítrofes (fronteras con Ecuador,
Venezuela y Panamá) hubo eventos
de migraciones transfronterizas que
afectaron territorios de países veci-
nos. (En negrilla se resaltan los
departamentos de la Región
Pacífica). Esto significa que los
departamentos de la Costa Pacífica
representan el 33% de los departa-
mentos en los cuales creció el des-
plazamiento forzado.

El desplazamiento forzado agre-
de en forma evidente el derecho a la
integridad de las comunidades afro-
colombianas e indígenas y desarticu-
la los núcleos familiares. Desarraiga
a los niños de su medio natural y los
priva violentamente del acceso a la
educación. En un número significati-
vo de casos, el desplazamiento se
produce ante el asesinato del Jefe del
hogar, hecho que convierte a la
mujer en cabeza de la familia y,
además, en el blanco directo de ame-
nazas. Los expulsores generalmente
se posesionan de las viviendas de los
desplazados y de los territorios de
las comunidades. De acuerdo con
Codhes, si bien este desplazamiento
forzado tiene relación con el conflic-
to armado, son cada vez más evi-
dentes los poderosos intereses que
se ciernen sobre los territorios
ancestrales y colectivos con fines de
explotación de sus recursos natura-
les y su biodiversidad, implementa-
ción de macroproyectos e imposi-
ción ilícita de monocultivos, espe-
cialmente de palma aceitera y cau-
cho (la negrilla es nuestra).



17

Derecho a la salud
La tasa de mortalidad infantil en

la Costa Pacífica colombiana es la
más alta del país (54 por mil), frente
al 19 por mil para el quinquenio
2000- 2005; en cuanto a departamen-
tos, la más alta se encuentra en el
Chocó (36 por mil).

Los departamentos de Nariño y
Cauca poseen las tasas más altas de
desnutrición crónica de Colombia:
un 24%, mientras que el promedio
nacional es del 13,6%.

En materia de salud, el patrón
epidemiológico de la población se
caracteriza, como en todos los terri-
torios de afrocolombianos, por una
morbilidad y mortalidad de alta
incidencia y prevalencia de enfer-
medades como la diarrea aguda

(EDA), la infección respiratoria
aguda (IRA) y la tuberculosis. Se
calcula que la tasa de mortalidad
infantil oscila entre un 10% y un
50% superior al promedio nacional
(el resaltado con negrilla es nuestro).
El 70 por ciento de los habitantes del
departamento del Chocó no tiene
acceso a la provisión medicinal. En
Quibdó hay 45 médicos generales, 8
odontólogos, 5 bacteriólogas, 3 fisio-
terapeutas y 13 especialistas (3
pediatras, 1 cirujano, 1 anestesiólo-
go, 3 ginecólogos, 1 ortopedista, 1
internista, 1 oftalmólogo, 2 radiólo-
gos); en el resto del departamento
hay 75 médicos generales, de los
cuales 62 están haciendo el año rural.
Mientras en Colombia hay un médi-
co por cada 863 habitantes, en Chocó
hay un médico general por cada
3.750 habitantes, y en Quibdó, la
capital del departamento, hay uno
por cada 2.888 habitantes. Sin
embargo, en el Chocó hay aproxima-
damente 3.000 soldados y policías, lo
que arroja una relación de un militar
por cada 150 habitantes. Este dato
revela el desinterés del Estado por
los derechos de la población.

El tema del suero antiofídico ha
dado lugar a algunas discusiones
públicas nacionales, pues en el país,
a pesar de la gran diversidad de ser-
pientes venenosas que existen, no
hay suficiente provisión de suero
antiofídico en su mayor parte impor-
tado y por lo general, el que existe no
está distribuido en las zonas o regio-
nes de más alto riesgo. Esa es la
situación del Pacífico.
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Derecho a una alimentación
adecuada, a la seguridad ali-

mentaría y al agua
El derecho a la alimentación se ha

visto vulnerado por diversos facto-
res. Fundamentalmente, pueden
señalarse a la atención del Comité,
cuatro: la implantación de megapro-
yectos, en particular el cultivo de la
palma aceitera; la acción de los gru-
pos involucrados en el conflicto
armado, con el correspondiente des-
plazamiento forzado de la pobla-
ción; los bloqueos alimentarios reali-
zados por los diversos actores arma-
dos, incluidas las fuerzas del Estado,
y las fumigaciones aéreas indiscrimi-
nadas ordenadas por el Gobierno
para combatir los cultivos de uso ilí-
cito en la región.

Desde el gobierno de Andrés
Pastrana (1998-2002) se ha venido
promoviendo desde el Estado el cul-
tivo intensivo, en la región del
Pacífico, de palma aceitera, también
conocida como palma africana. Para
la implantación del proyecto se han

usurpado territorios de comunida-
des afrocolombianas e indígenas.
Desde 1996 se ha venido forzando el
despoblamiento de las consideradas
zonas aptas para el desarrollo de
megaproyectos de infraestructura y
agroindustriales, en particular para
la implantación del cultivo intensivo
de la palma aceitera, con acciones
militares y paramilitares.

Un informe del Instituto
Colombiano de Desarrollo Rural
(Incoder) revela que las empresas
palmeras han usado la compra de
mejoras a personas particulares, per-
tenecientes a los territorios colecti-
vos, o a miembros individuales de
los consejos comunitarios. También
han adquirido tierras y mejoras a
individuos con títulos individuales
excluidos de los territorios colecti-
vos. En todos los casos la obtención
de las tierras por las empresas están
enmarcadas en la ilegalidad, en
cuanto se han promovido bajo la
presión armada de grupos paramili-
tares, porque las tierras tituladas a

las comunidades afrocolom-
bianas no están en el comer-
cio, es decir, no se pueden
vender ni transferir el domi-
nio a ningún título a particu-
lares y porque hacen parte
de la reserva forestal, cir-
cunstancia que impone un
régimen de protección espe-
cial.

A pesar de que el derecho
internacional de los
Derechos Humanos, el
Derecho Internacional
Humanitario y el Derecho
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Penal Internacional prohí-
ben el uso del hambre como
arma política, en el conflicto
armado colombiano se ha
usado el bloqueo económi-
co en las zonas de conflicto,
bloqueo que se caracteriza
por la limitación en el acce-
so de alimentos y de medi-
camentos. La práctica de los
bloqueos está ligada, de
una parte, al conflicto arma-
do y, de otra, a los procesos
de implantación de mega-
proyectos, en particular el
relativo a la palma aceitera o africa-
na. Igualmente las empresas explota-
doras de palma que han implantado
el cultivo de palma aceitera en la
región el pago de salarios mediante
vales convertibles únicamente en
determinadas tiendas. Se afirma en
la región que tales tiendas son pro-
piedad de paramilitares o aliados
suyos. Lo cierto es que los vales son
convertidos en bienes de primera
necesidad a precios superiores a los
del mercado.

En las zonas de la región Pacífica
afectadas por el conflicto armado es
imposible ingresar alimentos com-
plementarios comprados en pobla-
dos o cabeceras municipales. En
forma reiterada, la Fuerza Pública y
los paramilitares han impuesto res-
tricción a la cantidad de alimentos
que se permite a una familia.
Arbitrariamente establecieron un
límite promedio de U$20 por familia
y por mes, con la consecuencia de la
reducción de alimentos disponibles.

Las prácticas tradicionales en las
comunidades afrocolombianas e
indígenas, de cacería, pesca, recolec-
ción o minería se redujeron notable-
mente debido a que los actores arma-
dos establecen horarios de entrada y
salida, prohibiendo, por regla gene-
ral, la circulación nocturna. Los acto-
res armados, tanto estatales como ile-
gales, suelen irrumpir en los lugares
de siembra para apoderarse de los
cultivos de pancoger o de los anima-
les domésticos. Estas acciones han
reducido el acceso a los alimentos y,
en particular, a la proteína animal
(caza y pesca), poniendo a las comu-
nidades en una clara situación de
inseguridad alimentaría.

Los bloqueos de alimentos y
medicamentos han sido denuncia-
dos no solo por las comunidades
afectadas. Los Obispos de las
Diócesis de la región Pacífica tam-
bién lo han hecho. En efecto, se llama
la atención del Comité sobre la
comunicación que el 24 de abril de
2004 Mgr. Fidel León Cadavid
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entregó personalmente al presidente
de la República de Colombia, Álvaro
Uribe Vélez, una carta abierta sobre
la crisis de legitimidad del Estado,
firmada por la Diócesis de Quibdó y
la Organización Regional Embera
Wounaan (Orewa).

La acción de los actores armados
en la región del Pacífico colombiano
ha sometido a los habitantes de la
misma y, en particular, a las pobla-
ciones afrocolombianas e indígenas,
a la privación del acceso a los ali-
mentos, con lo cual se ha dado lugar
a una situación de hambre generali-
zada y se ha impedido a sus comuni-
dades la seguridad alimentaría a que
tienen derecho todos los ciudadanos.
Para los autores de este informe, se
han sometido estas comunidades a
un verdadero trato cruel, inhumano
y degradante que debe ser reconoci-
do por el Comité en sus
Observaciones Finales. Las viola-
ciones al derecho a la alimentación
expuestas en este Informe
Alternativo son conocidas por las
autoridades públicas, como puede
entenderse de las denuncias reseña-

das, incluso las de los Obispos diri-
gidas al Presidente y a la opinión
pública y las advertencias de la
OCHA Naciones Unidas. A pesar de
ello, el Estado no ha tomado las
medidas necesarias para garantizar
el acceso a los alimentos. 

Según el Procurador General de la
Nación, la cobertura de acueducto en
el Chocó apenas alcanza el 31% y la
de alcantarillado, el 25%. La situación
se hace más evidente en un estudio
de la Superintendencia de Servicios
Públicos Domiciliarios, que reconoce
que 24 municipios del departamento
del Chocó reciben agua no apta para
el consumo humano.

A pesar de la riqueza hídrica de
la región del Pacífico colombiano,
según estudios oficiales, el 87% (118)
de sus municipios están por debajo
del 50% de cobertura de alcantarilla-
do, y 33 están por debajo del 10% de
cobertura.

La afectación del derecho a la ali-
mentación por la existencia de culti-
vos de uso ilícito y la acción estatal
de realizar fumigaciones aéreas

indiscriminadas deben tra-
tarse en forma conjunta,
por cuanto los cultivos han
servido de pretexto para las
aspersiones aéreas. La lle-
gada a la Costa Pacífica de
los sembradíos de cultivos
ilícitos ha afectado no solo
el derecho a la alimenta-
ción, sino también la salud
y las tradiciones culturales
de los pueblos afrocolom-
bianos e indígenas de la
región. La siembra de culti-
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vos de uso ilícito, como la coca, va en
claro contraste con las prácticas
históricas del departamento, que
aunque estaban dentro de  una eco-
nomía de subsistencia, no se ins-
cribían dentro de la dinámica de
enfrentamientos de actores arma-
dos. El cambio sociocultural deriva-
do de la implementación de una eco-
nomía ilegal ha traído grandes per-
juicios para la población, que ha
visto cómo se encarece la economía
regional y cómo se devastan sus tra-
diciones y se destruyen sus tierras.

En la Costa Pacífica los cultivos
de uso ilícito se han impuesto por
agentes externos, bien sea en forma
directa por quienes van trasladando
los cultivos, o por los llamados labo-
ratorios de procesamiento, a medida
que la acción del Estado o de actores
armados ilegales van presionándo-
los de diversa manera, con lo cual se
producen oleadas de colonización de
los cultivadores o de los que cose-
chan la hoja, denominados raspachi-
nes , quienes a su vez son una capa
de población sin tierra y sin trabajo
que han encontrado en este negocio
la manera de subsistir. También,
estos cultivos de uso ilícito los han
impuestos los grupos paramilitares
y grupos guerrilleros, que han
encontrado en el cultivo y control
del mercado de la pasta de coca una
fuente de financiación.

La implantación de los cultivos
de uso ilícito ha traído un aumento
considerable de la violencia contra la
población civil, el despojo de tierras
y el atropello directo del Estado,
quien en aras de acabar con tales cul-

tivos ha hecho alianza con el gobier-
no de Estados Unidos, para desarro-
llar un plan de aspersión aérea que
ha traído repercusiones nefastas en
la salud de la población, en las
fuentes de agua, en el medio
ambiente en general y en los culti-
vos destinados a la alimentación. La
fumigación se realiza con glifosato,
sustancia altamente tóxica. La afec-
tación de los derechos de la pobla-
ción afrocolombiana e indígena por
las fumigaciones o aspersiones aére-
as se focaliza en este informe en el
departamento de Nariño, por ser
esta parte de la región Pacífica la que
ha sufrido el mayor impacto de esas
acciones y el daño más enorme.

En Nariño las poblaciones más
afectadas por la aspersión aérea han
sido los pueblos afrocolombianos e
indígena. En los diez municipios de
la costa nariñense las fumigaciones
se han presentado de forma recu-
rrente desde el año 2001 hasta la
actualidad, causando graves daños a
las personas, a las cosechas de pro-
ductos alimenticios, a las aguas, a la
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pesca y, en general, al ambiente. Con
las fumigaciones se ha configurado
una violación de los Derechos
Económicos, Sociales y Culturales de
estas los carteles de la droga, pobla-
ciones y, en particular, al derecho a
la alimentación, por acción de agen-
tes del Estado.

Las fumigaciones se han converti-
do en un factor importante en la
determinación del desplazamiento
de grupos humanos pertenecientes a
las comunidades afrocolombianas e
indígenas. Quienes se desplazan,
deben enfrentar dificultades adicio-
nales a las que enfrentan los despla-
zados por la acción directa de los
grupos armados, o por desastres,
pues la interpretación literal que de
la ley 387 de 1997 hacen las autorida-
des no incluye a quienes sufren ries-
go en su integridad por efecto de la
acción del Estado contra el narcotrá-
fico, que es la situación que se pre-
senta con las fumigaciones.

Además de los daños en la salud
de los pobladores y en el medio
ambiente, los cultivos de pancoger
fueron afectados por las fumigacio-
nes en un 100%, perdiéndose cose-
chas enteras en las diferentes comu-
nidades, exponiendo a los compo-
nentes de ellas a la ausencia de ali-
mentación para su sustento diario.
Igualmente, la fumigación produce
impactos directos e indirectos sobre
los cuerpos de agua, la fauna y la
flora, en una región de tanta biodi-
versidad como el Pacifico Sur de
nuestro país.

Derecho a la tierra y al territorio
Las organizaciones indígenas

regionales, zonales y locales del
Pacífico colombiano han venido tra-
bajando desde la década de los
setenta, en la exigencia al Estado por
el reconocimiento de sus Derechos a
la Propiedad de sus Territorios. Así,
han venido participando activamen-
te, con propuestas en los debates

nacionales relacionados
con la legislación en mate-
ria de Reforma Agraria. De
la misma forma, se ha desa-
rrollado todo un trabajo en
materia de elaboración per-
manente de diagnóstico
territorial y gestión en trá-
mites de constitución, sane-
amiento y ampliación de
resguardos indígenas.

El reconocimiento de la
propiedad de los territorios
se constituye en un paso
fundamental para asegurar
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los derechos de las comunidades,
pero a medida que ha pasado el
tiempo y que los procesos económi-
cos extractivos avanzan en los terri-
torios indígenas, se ve la necesidad
de definir acciones de control territo-
rial. Pues el título del Resguardo no
ha sido suficiente para detener los
procesos de colonización y explota-
ción de los recursos naturales.

Debido a las condiciones particu-
lares del suelo y a los sitios a los que
les ha tocado desplazarse para
sobrevivir físicamente, la mayoría de
los territorios reconocidos por el
Gobierno bajo la figura de resguardo
no son aptos para la agricultura. Esto
hace que las condiciones de vida
sean muy difíciles por los problemas
agroalimentarios que presentan,
pero a su vez, paradójicamente, son
estos mismos territorios los que
están en la mira de los procesos
extractivos por mantener aún su
riqueza forestal y biológica, lo que
va a hacer mucho más difícil a los
pueblos indígenas no solo mantener
su territorio sino su existencia
misma como culturas . Igualmente,
la territorialidad se ha visto afectada
por diversos factores, como los pro-
cesos de colonización y de violencia,
los planes y programas del
Gobierno, como carreteras, explota-
ción de los recursos naturales, etc.

El ingreso de la economía emer-
gente en la región, mediante la
expansión de cultivos de coca, vie-
nen afectando profundamente a las
comunidades, lo cual se constituye
en una grave amenaza para el mane-
jo del territorio y la conservación de

los recursos naturales, así como en
agente generador de graves procesos
de conflicto, expresados en altos gra-
dos de violencia, descomposición
social y en campañas de fumigación,
que han afectado hasta el momento
varios resguardos indígenas, presen-
tando efectos graves en la salud
humana y animal.

Los territorios reconocidos en
calidad de resguardos son de muy
baja extensión, fragmentados, con
un porcentaje muy alto de presencia
de familias de comunidades negras a
su interior, como también se presen-
tan áreas de territorios indígenas
inmersos dentro de las tierras de las
comunidades negras . La situación
de tenencia de tierras es muy com-
pleja, pues debido a que existe buena
parte de familias de comunidad
negra al interior de los resguardos,
estos a su vez han realizado ventas a
familias procedentes del interior:
vallunos, paisas y provenientes del
Putumayo, que han llegado a la
región atraídos por la bonanza del
cultivo de la coca.

La elaboración de los Planes de
Ordenamiento Territorial y de los
Planes de Desarrollo de los munici-
pios no contó con la participación
efectiva de las autoridades indígenas,
ni responden a la realidad socio-cul-
tural, política y ambiental propia de
los pueblos indígenas. En este senti-
do, no hay niveles de coordinación
institucional, ni comunitaria, pues
por un lado van los procesos de pla-
nificación gubernamental y por otro
las propuestas de las comunidades.
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Derecho a la no discriminación
Otro de los derechos que se vul-

nera en forma sistemática en la
región Pacífica, es el derecho a la no
discriminación. Las prácticas discri-
minatorias suelen combinar una
gama de criterios de discriminación
ya prohibidos con otros motivos de
exclusión que todavía no lo están. La
estrategia educativa colombiana no
está basada en las normas interna-
cionales sobre Derechos Humanos y
no existen estadísticas sobre el acce-
so a la educación según raza, etnia o
religión. En consecuencia, es imposi-
ble observar los progresos y retroce-
sos utilizando los Derechos
Humanos como parámetro. Con
excepción del sexo, la discrimina-
ción sigue sin registrarse, lo cual
crea un círculo vicioso. Cuando la
discriminación no se registra ofi-
cialmente, puede ignorarse. Dado
que no existen datos cuantitativos,
quien intente probar una situación
discriminatoria está condenado a
fracasar. Es imposible enfrentar la

discriminación sin documentarla
previamente.

La población afrocolombiana ha
sido víctima de relaciones discrimi-
natorias que han estado enmarcadas
en el valor negativo asignado al tér-
mino negro, con el cual la sociedad
hegemónica se ha referido a los des-
cendientes de la población africana
esclavizada en tierras americanas.
Teniendo presente que esta sociedad
hegemónica reniega, consciente o
inconscientemente, tanto de la
herencia negra como indígena.
Como efecto de esa desvalorización
de lo negro y lo afrocolombiano, las
pocas fuentes de trabajo a las que
pueden acceder los ciudadanos de
las comunidades afrocolombianas
por lo general son para desempeñar
los oficios más humildes.

De igual manera, la condición
étnica de los indígenas ha sido des-
valorizada por la sociedad, hasta el
punto de que en algunos sectores
sociales y en algunas regiones la
expresión indio es insultante.

El Pacífico colombiano es la
región del país donde convergen de
manera más crítica las condiciones
de desigualdad y exclusión en
medio de un territorio reconocido
por su significativa riqueza natural.

Derecho al trabajo digno y a
una remuneración adecuada

El derecho al trabajo digno y a una
remuneración adecuada no se
encuentra debidamente garantizado
en la Región. De acuerdo con el
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Departamento Nacional de
Estadística (DANE), en 2003, en el
puerto de Buenaventura, que mueve
más del 50% del comercio internacio-
nal del país, la tasa de desempleo era
del 29%, la del subempleo, 35%, y los
bajos niveles salariales mostraban
que el 63% de los ocupados ganan
menos de un salario mínimo, circuns-
tancias que impiden que los miem-
bros de los hogares lleven los recur-
sos suficientes para cubrir las necesi-
dades de alimentos y el consumo de
otros bienes y servicios básicos.

En octubre de 2005, el senador
Juan Carlos Martínez denunció que
la tasa de desempleo en
Buenaventura está entre el 75% y el
80% . Igualmente, denunció que al
trabajador portuario se le está liqui-
dando por días laborados y la segu-
ridad social se paga igual.

Derecho a la educación
Con respecto a la situación edu-

cativa, para Colombia el analfabetis-
mo funcional menos de tres grados
cursados es de 15,5%, y la región
Pacífica supera este promedio, con
un 18%. El municipio de Medio
Baudó, ubicado en el Chocó, presen-
ta el más alto nivel de analfabetismo
en el país: 66% frente al 7% del pro-
medio nacional.

En la región del Pacífico, cuya
población afrocolombiana supera el
92% del total, por cada 100 jóvenes
afrocolombianos de ambos sexos
que terminan la secundaria, solo dos
logran ingresar a la universidad. El
95% de las familias no pueden
enviar a sus hijos a la universidad
por carecer de recursos suficientes.
La calidad de la educación secunda-
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ria es inferior en 40% respecto a otras
zonas del país. El Pacífico colombia-
no, con más de 1.300 kilómetros de
costa y 1.264.000 habitantes, solo
posee dos universidades públicas,
ubicadas en Quibdó y
Buenaventura, respectivamente, y
estas son deficitarias en presupues-
to, personal docente y adecuación
tecnológica.

Las tasas de analfabetismo en
1997 eran de 43% en lo rural y 20%
en lo urbano, mientras a escala
nacional fueron de 23,4% en lo rural
y 7,3% en lo urbano. La cobertura de
educación primaria para el mismo
año fue de 60% en áreas urbanas y
41% en áreas rurales, siendo de 87%
y 73%, respectivamente, a escala
nacional. La cobertura de secundaria
es del 38%, comparada con el 88% en
promedio nacional. El ingreso a la
universidad es del 2% y la calidad de
la educación es 40% menor que en el
interior. Existen 148 colegios de
bachillerato, pero solo 54 tienen el
programa completo.

Este informe señala a la atención
del Comité el Informe de la Relatora
Especial de las Naciones Unidas
sobre el Derecho a la Educación en
su visita a Colombia, contenido en el
Documento de Naciones Unidas
E/C N.4/2004/45/Add. 2 de febrero
de 2004.

Finalmente, el Informe que se
somete a consideración del Comité
ofrece 22 conclusiones, que pueden
resumirse en una grave situación de
violación y desconocimiento de los
Derechos Económicos, Sociales y
Culturales de estos pueblos y comu-
nidades, en particular en materia de
discriminación, privación del dere-
cho a la tierra y el territorio, a la ali-
mentación, a la seguridad alimen-
taría, al trabajo, a la salud y a la edu-
cación.

Las conclusiones señalan la
ausencia de una política del Estado
colombiano de protección a las
comunidades afrocolombianas e
indígenas, de garantía y protección
de los Derechos Económicos,
Sociales y Culturales de los que son
titulares.
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America Latina. Cada documento presenta el formato de cua-
dernillo de unas 30-40 pÆginas y tenemos prevista una perio-
dicidad de 6 nœmeros al aæo.

TambiØn puedes encontrar 
el Documento del Ocote en:

Si te interesa recibir este Documento y nuestro Boletín, rellena
y envíanos este boletín de suscripción al ComitØ Cristiano de
Solidaridad Oscar Romero de Arag�n (c/ JosØ Paricio Frontiæan
s/n - 50.004 - Zaragoza)

DATOS DEL COLABORADOR: 
Nombre y apellidos:_________________________________________
Dirección:  c/_________________________________________nº____
C.P._________Población____________________________Tlf._______

Deseo recibir: 
R Deseo recibir El Ocote Encendido y los Documentos del
Ocote Encendido (15,03 euros/aæo) 
R      Deseo colaborar como socio del ComitØ con una cuota
anual de  ________  euros.

ORDEN DE PAGO A LA ENTIDAD BANCARIA:
Banco o caja_______________________Dirección_______________
Datos bancarios:  _______  -  _______  - ____  -  _________________
Ruego cargen a mi cuenta los recibos que por un importe de
_______ euros al año/semestre, presentará el Comité Cristiano de
Solidaridad Oscar Romero de Aragón.
Nombre y apellidos:_________________________________________
Dirección:  c/___________________________________ nº_________
C.P.________Población___________________________ Tlf.________

Firma: 


